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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez 

Nazario, el Juez Rodríguez Casillas y el Juez 

Candelaria Rosa. 

Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

El 3 de julio de 2015, el señor Genaro Bonefont 

(señor Bonefont) comparece ante nos mediante el 

presente recurso de apelación. Solicita que revoquemos 

la sentencia sumaria emitida el 3 de febrero de 2015 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

San Juan (TPI). Dicho foro resolvió que la 

controversia ante sí está cubierta por una cláusula de 

arbitraje compulsorio que le priva de jurisdicción.  

Así, desestimó la demanda que dio inicio al pleito.  

Considerado el alegato de la parte apelante, a la luz 

del derecho aplicable, resolvemos confirmar el 

dictamen recurrido.
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1
 Transcurrido el término reglamentario para ello, la 

International Shipping Agency, Inc., no compareció. 
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I 

El presente caso se originó luego de que 

International Shipping Agency Inc. (Intership) 

despidió al señor Bonefont el 23 de abril de 2007. El 

30 de diciembre de 2010, el señor Bonefont incoó una 

causa de acción por despido injustificado contra 

Intership. Reclamó el pago de la mesada, en virtud de 

la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, 

conocida como Ley de Indemnización por Despido sin 

Justa Causa, 29 LPRA secs. 185a et seq. (Ley 80). 

Intership contestó la demanda aduciendo falta de 

jurisdicción sobre la materia, porque conforme al 

convenio colectivo vigente entre las partes es el foro 

arbitral el llamado a resolver este asunto. Tras 

múltiples trámites procesales, el 11 de septiembre de 

2014 se celebró la conferencia con Antelación al 

Juicio en la cual Intership solicitó término para 

presentar una solicitud de sentencia sumaria.  Así, el 

31 de octubre de 2014, Intership presentó tal 

solicitud.  Arguyó, en síntesis, que agotado el 

término para descubrimiento de prueba, la evidencia 

intercambiada entre las partes establece que el TPI 

carece de jurisdicción sobre la materia, dada la 

cláusula de arbitraje compulsorio acordada por las 

partes.  Añadió que no existen hechos sustanciales en 

controversia y que la prueba sometida por las partes 

permite disponer de este asunto de umbral de forma 

sumaria.   

El 3 de diciembre el señor Bonefont presentó su 

oposición a la solicitud de sentencia sumaria.  En 
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síntesis sostiene que el convenio colectivo que se 

pretende aplicar está vencido y no aplica a los hechos 

ocurridos en este caso. 

El 3 de febrero de 2015, el TPI dictó sentencia 

sumariamente negándose a atender esta controversia por 

carecer de jurisdicción. Formuló las siguientes 

determinaciones de hechos: 

1. Durante todos los períodos de relación patrono-

empleado habida entre la demandada y el 

demandante, y hasta la [fecha] de [su] despido, 

este fue miembro de la Unión de Trabajadores de 

Muelles de Puerto Rico, Local 1740 (UTM-1740). 

 

2. La Unión de Trabajadores de Muelles de Puerto 

Rico, Local 1740 (UTM-1740), era la 

representante exclusiva del demandante ante la 

demandada y negociaba a su favor los términos y 

condiciones de su empleo. 

 

3. Al momento de su despido, la posición del 

demandante era la de estibador, en funciones 

vinculadas a la carga mecanizada. 

 

4. El demandante trabajó para la demandada por más 

de 57 años antes de ser despedido por la parte 

demandada. 

 

5. Al momento de su despido, el salario por hora 

del demandante era de $29.00 y el salario luego 

de las primeras ocho (8) horas trabajadas, era 

de $43.50. 

 

6. El demandante fue despedido allá para el 23 de 

abril de 2007. 

 

7. Por medio de un documento intitulado 

Estipulación de Carga mecanizada 2004-2010, 

suscrito entre la demandada y la UTM-1740, las 

partes acordaron extender la vigencia del 

Convenio Colectivo existente entre ambas, por 

seis años, adicionales al término de expiración 

anteriormente pactado. 

 

8. La estipulación conllevó extender el Convenio 

Colectivo para que iniciara un término adicional 

de duración desde el 1ero de octubre de 2004 

hasta el 30 de septiembre de 2010. 

 

9. La Estipulación de Carga mecanizada 2004-2010, 

además, tuvo el efecto de enmendar el Convenio 

Colectivo, sólo en los aspectos de salarios; 

informes de ―check-off‖ y el monto de 

aportaciones de los patronos al plan de 

bienestar. 
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10. El Artículo XII, del Convenio Colectivo de Carga 

Mecanizada (Pág. 37), dispone la Cláusula de 

Arbitraje, que en virtud de las disposiciones de 

la Estipulación de Carga Mecanizada 2004-2010, 

quedó extendida y vigente durante el período del 

1ero de octubre de 2004 al 30 de septiembre de 

2010. 

 

11. La cláusula de arbitraje contenida en el 

Artículo XII, del Convenio Colectivo de Carga 

Mecanizada, dispone en su sección 2 que 

―Cualquier incidente, disputa, reclamación o 

controversia que surja entre las partes bajo los 

términos de este Convenio‖ luego de agotados los 

mecanismos de discusión amistosa y reuniones 

para el logro de una solución informal ―debe ser 

sometida por escrito a procedimiento de 

arbitraje‖. 

 

12. La cláusula de arbitraje contenida en el 

Artículo XII, del Convenio Colectivo de Carga 

Mecanizada, ha sido puesta en vigor y observada 

ante el Negociado de Mediación y Arbitraje del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (en 

adelante denominado como el ―NMA‖). 

 

  ... ... ... ... ... ... ... ...  

 

21. A la fecha del despido del demandante, este 

era miembro de la UTM-1740, unión que 

mantenía en vigor un Convenio Colectivo con 

la parte demandada, que cobijaba al 

demandante en este caso, y que contenía una 

cláusula de arbitraje compulsorio (Artículo 

XII). 

 

Basado en éstas el TPI concluyó que al momento 

del despido del señor Bonefont se encontraba en vigor 

entre la UTM-1740 e Intership, un convenio colectivo 

que contiene una cláusula de arbitraje compulsorio.  

Además, dispuso que esta cláusula compulsoria estaba 

en vigor a la fecha del despido de éste y no excluye 

reclamaciones por despido injustificado.  Así, 

resolvió que carece de jurisdicción sobre la materia 

planteada y no existiendo controversia real sustancial 

sobre ningún hecho material, procedía dictar sentencia 

sumaria, desestimando con perjuicio la querella 

incoada. 
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No conforme, el 3 de julio de 2015, el señor 

Bonefont comparece ante nos mediante escrito de 

apelación planteando los siguientes señalamientos de 

error: 

Erró el TPI al determinar que al momento del 

despido del Apelante se encontraba en vigor 

entre la UTM-1740 y la Apelada un Convenio 

Colectivo, que contiene una [cláusula] de 

arbitraje compulsoria entre las partes. 

 

Erró el TPI al determinar la aplicabilidad 

de la [cláusula] de arbitraje compulsoria en 

el caso de autos concluyendo así la falta de 

jurisdicción sobre la materia. 

 

II 

-A- 

Es harto conocido que la sentencia sumaria es un 

mecanismo procesal extraordinario y discrecional, que 

tiene el propósito de facilitar la solución justa y 

rápida de los litigios y casos civiles que no 

presenten controversias genuinas de hechos materiales 

y que, por lo tanto, no ameriten la celebración de una 

vista en su fondo.  Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 

200, 213-215 (2010).  Se trata de un mecanismo que 

aligera la tramitación de un caso, cuando de los 

documentos que acompañan la solicitud surge que no 

existe disputa sobre algún hecho material y lo que 

debe hacer el tribunal es aplicar el derecho. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra.   

Al dictar sentencia sumaria el Tribunal: (1) 

analizará los documentos que acompañan la moción 

solicitando la sentencia sumaria y los documentos 

incluidos con la moción en oposición y aquellos que 

obren en el expediente del tribunal; (2) determinará 
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si el oponente controvirtió algún hecho material o si 

hay alegaciones de la demanda que no han sido 

controvertidas o refutadas en forma alguna por los 

documentos.  López v. Miranda, 166 DPR 546, 562 

(2005). 

Así mismo, ha subrayado nuestro Tribunal Supremo 

que este mecanismo es un remedio discrecional 

extraordinario. Únicamente se concederá cuando la 

evidencia que se presente con la moción establezca con 

claridad –es decir, preponderantemente— la existencia 

de un derecho, de manera que sólo procederá en casos 

claros, cuando el Tribunal tenga ante sí la verdad 

sobre todos los hechos pertinentes. Jusino, et als. v. 

Walgreens, 155 DPR 560, 578 (2001).  

Como se sabe, el mecanismo de sentencia sumaria 

usado con sabio discernimiento resulta ser un 

mecanismo valioso para descongestionar los calendarios 

judiciales.  Pilot Life Ins. Co. v. Crespo Martínez, 

136 DPR 624, 632 (1994). 

-B- 

En Puerto Rico existe una vigorosa política 

pública a favor del arbitraje obrero-patronal. Se 

entiende que el arbitraje es el medio menos técnico, 

más flexible, menos oneroso y, por tanto, más 

apropiado para la resolución de las controversias que 

emanan de la relación laboral. Aut. Puertos v. HEO, 

186 DPR 417, 425 (2012). La trayectoria del Tribunal 

Supremo de Puerto Rico en materia de arbitraje, revela 

una marcada deferencia hacia los laudos de arbitraje, 

ante la clara política pública a favor del arbitraje 
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como mecanismo para dilucidar controversias obrero-

patronales. C.F.S.E. v. Unión de Médicos, 170 DPR 443, 

449 (2007).  Tal deferencia se debe, entre otras 

cosas, a que el arbitraje es el medio más apropiado y 

deseable para resolver las disputas que surgen de la 

aplicación e interpretación de los convenios 

colectivos.  Es un mecanismo rápido y menos costoso 

que los procedimientos judiciales, a la vez que ofrece 

mayor flexibilidad a las partes.  Aut. Puertos v. HEO, 

supra.   

El Tribunal Supremo ha sido enfático en que todo 

convenio colectivo constituye un contrato entre las 

partes y, en consecuencia, debe cumplirse con estricta 

rigurosidad. C.F.S.E. v. Unión de Médicos, 170 DPR 

440, 451 (2007); Vélez v. Serv. Legales de P.R., Inc., 

144 DPR 673 (1998). Allí también nuestro  más Alto 

Foro resolvió que cuando un convenio colectivo 

establece el uso de arbitraje como mecanismo para 

dirimir controversias, se crea un foro sustituto a los 

foros judiciales. C.F.S.E. v. Unión de Médicos, supra, 

pág. 449. Consecuentemente, se sustituye el juez por 

el árbitro. Condado Plaza v. Asoc. Emp. Casinos P.R., 

149 DPR 347, 352 (1999) De ese modo, las partes están 

compelidas por su propio acuerdo a aceptar la decisión 

del árbitro como final y obligatoria. D. Fernández 

Quiñones, El arbitraje obrero-patronal, Forum, 2000, 

Primera edición, pág. 21.  

Conforme a lo dispuesto en San Juan Mercantile 

Corp. v. J.R.T., 104 DPR 86, 89 (1975), un convenio 

colectivo obliga a todos por igual: al patrono, a la 
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unión y a sus miembros individualmente. Las partes no 

pueden beneficiarse de ciertas cláusulas del convenio 

y desatenderse de otras. Íd. 

En el ámbito laboral, la arbitrabilidad consiste 

en el derecho del quejoso de que sea un árbitro quien 

determine su agravio. U.G.T. v. Corp. Difusión Púb., 

supra, pág. 684. La vertiente sustantiva de la 

arbitrabilidad atiende la interrogante de si, conforme 

los términos del convenio colectivo, las partes 

acordaron someter a arbitraje una controversia o 

agravio en particular. U.G.T. v. Corp. Difusión Púb., 

supra. De ordinario y salvo que el convenio colectivo 

disponga otra cosa, los asuntos de arbitrabilidad 

sustantiva deben ser resueltos por el foro judicial ya 

que nadie está obligado a someter a arbitraje una 

controversia sin haberlo consentido previamente. Ante 

tales circunstancias, el tribunal se limitará a 

determinar si las partes pactaron que la controversia 

fuera resuelta a través del mecanismo de arbitraje, 

sin resolver los méritos de la controversia. U.G.T. v. 

Corp. Difusión Púb., supra  

Por otra parte, la arbitrabilidad procesal se 

refiere a si el agravio o controversia está maduro 

para arbitraje, conforme a los procedimientos 

establecidos en el convenio. D. Fernández Quiñones, op 

cit, sec. 4.6B, pág. 236. Los asuntos de 

arbitrabilidad procesal son de la ingerencia del 

árbitro. U.G.T. v. Corp. Difusión Púb., supra. 
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III 

Por estar estrechamente relacionados entre sí, 

discutiremos ambos errores en conjunto.  

Resulta claro de los autos que el señor Bonefont 

fue miembro de la Unión de Trabajadores de Muelles de 

Puerto Rico durante los cincuenta y siete (57) años 

que trabajó para Intership. Esta última sostuvo ante 

el TPI que para la fecha del despido del señor 

Bonefont, el 23 de abril de 2007, estaba vigente un 

convenio colectivo con la Unión de Trabajadores de 

Muelles de Puerto Rico, quien lo representaba. Por 

tanto, de conformidad con las disposiciones de dicho 

convenio este asunto tiene que resolverse mediante 

arbitraje. 

Por su parte, el señor Bonefont argumenta que el 

convenio de carga general estaba vencido desde el año 

2006. Añade que el convenio de carga mecanizada solo 

contiene una estipulación de salarios y aportaciones 

al plan de bienestar el cual venció el 30 de 

septiembre de 2010. 

Al examinar la moción de sentencia sumaria que 

presentara Intership y el expediente del caso, se 

desprende que el foro recurrido tuvo ante sí la 

siguiente prueba documental: Estipulación de Carga 

Mecanizada 2004-2010; Artículo XII del Convenio 

Colectivo de Carga Mecanizada; Laudo de Arbitraje 

emitido en el caso A-06-3038; Laudo de Arbitraje 

emitido en el caso A-07-3925; y Declaración Jurada de 

la señora María I. Caraballo, Principal Oficial 

Financiero (CFO) de Intership quien ha participado 
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desde el 2001 en negociaciones de convenios 

colectivos.  

Luego de evaluar la totalidad de la prueba 

documental, el TPI concluyó que a la fecha del 

referido despido estaba en vigor el Convenio Colectivo 

de Carga Mecanizada que contiene una cláusula de 

arbitraje compulsorio. Ello en virtud de que el 

Artículo XII del Convenio Colectivo de Carga 

Mecanizada dispone que todo incidente, disputa, 

reclamación o controversia entre las partes cobijado 

bajo los términos de este convenio deberá someterse a 

arbitraje. Consecuentemente, concluyó que las partes 

acordaron dilucidar cualquier controversia en 

arbitraje, excluyendo el poder judicial como ente 

adjudicador.  Así, dispuso que esta cláusula de 

arbitraje compulsorio entre las partes, priva de 

jurisdicción al poder judicial. 

En atención a la deferencia que nos merecen las 

determinaciones del TPI y en ausencia de 

circunstancias extraordinarias o indicios de pasión, 

perjuicio, parcialidad o error manifiesto decretamos 

que el TPI actuó correctamente al resolver que carece 

de jurisdicción para atender este asunto. Dicho esto, 

concluimos que los errores señalados no se cometieron. 

IV 

  

Por los fundamentos esbozados, se confirma la 

Sentencia recurrida.  
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Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

                Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 

 

 


